Respuesta del Gobierno de México 
para el estudio temático que preparará la OACNUDH en atención al párrafo operativo 16 de la resolución 7/9 del Consejo de Derechos Humanos 
“Los derechos humanos de las personas con discapacidad”

En relación con el párrafo 16 de la resolución 7/9 del Consejo de Derechos Humanos (CoDH), el Gobierno de México proporciona a continuación información sobre los siguientes aspectos:

a) Medidas jurídicas esenciales para la ratificación de la Convención y el protocolo Facultativo;
b) Medidas jurídicas esenciales para la aplicación efectiva de la Convención y el Protocolo Facultativo;
c) Medidas jurídicas esenciales para la aplicación y el seguimiento nacionales en relación con el artículo 33 de la Convención;
d) Cualquier otra información relacionada con el párrafo 16 de la resolución.
a) MEDIDAS JURÍDICAS ESENCIALES PARA LA RATIFICACIÓN DE LA CONVENCIÓN Y EL PROTOCOLO FACULTATIVO.
El Gobierno de México participó activamente en el proceso de negociaciones de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y su Protocolo Facultativo, y fue uno de los primeros países en firmar ambos instrumentos el 30 de marzo de 2007 y depositar su instrumento de ratificación el 17 de diciembre de 2007. Nuestro país se congratula por la entrada en vigor de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, el pasado 3 de mayo de 2008.

México realiza importantes esfuerzos a nivel internacional para promover la ratificación universal de ambos instrumentos. Tanto en la Asamblea General de las Naciones Unidas como en el Consejo de Derechos Humanos, México presenta anualmente resoluciones que, entre otros, instan a los Estados que aún no lo hayan hecho, a firmar y ratificar la Convención y su Protocolo Facultativo. Tal es el caso de la resolución 7/9 del CoDH que da origen a la presente consulta, la cual en su párrafo operativo 3 acoge con satisfacción las firmas y ratificaciones alcanzadas y “pide a los Estados y las organizaciones de integración regional que todavía no lo hayan hecho que consideren como cuestión prioritaria la firma y la ratificación de la Convención y su Protocolo Facultativo”. En la próxima 63° Asamblea General de las Naciones Unidas, México presentará nuevamente una resolución que haga tal llamado.
Otra acción que podría realizarse a nivel internacional para impulsar la firma y ratificación de la Convención y su Protocolo es vincular el tema de los derechos de las personas con discapacidad, que es transversal y multidisciplinario, al debate en torno a los Objetivos de Desarrollo del Milenio, a fin de que en el cumplimiento de estas metas se tenga en cuenta a este grupo en situación de vulnerabilidad. 

A nivel nacional, se estima que una medida básica para impulsar su firma y ratificación, si bien no es del ámbito jurídico, es promocionar la existencia misma de la Convención entre el colectivo de personas con discapacidad y sus organizaciones, funcionarios gubernamentales encargados de programas a favor de las personas con discapacidad y público en general.

b) MEDIDAS JURÍDICAS ESENCIALES PARA LA APLICACIÓN EFECTIVA DE LA CONVENCIÓN Y EL PROTOCOLO FACULTATIVO;
· Armonización legislativa general: 
Se considera que los Estados Parte deben realizar una revisión sistemática de sus legislaciones nacionales con miras a armonizarlas y hacerlas compatibles con la Convención y su Protocolo. Ello es necesario incluso en los casos de países en que los tratados internacionales, como la Convención, tienen igual o mayor jerarquía que las leyes locales. La revisión sistemática debe abarcar tanto las leyes específicas sobre discapacidad como la legislación general, que aborde todas las áreas cubiertas por la Convención. Ello, con miras a superar el modelo médico - asistencialista de las legislaciones nacionales para dar lugar al modelo que recomienda la propia Convención y diversos instrumentos internacionales.
México enfrenta un importante reto para actualizar la legislación federal y estatal orientada a proteger y atender la problemática de las personas con discapacidad conforme a los estándares contenidos en la Convención. Si bien existen algunas disposiciones jurídicas vigentes afines al espíritu y principios de la Convención, muchas de estas se encuentran aisladas e inconexas, por lo que su aplicación se beneficiará también de los esfuerzos generales de armonización legislativa que se realicen.
· Legislación integral para combatir la discriminación: 

Uno de los elementos trascendentales para la aplicación eficaz de la Convención es el garantizar el derecho a la igualdad y a la no discriminación, para lo cual se debe legislar sobre el tema, armonizando la legislación anti-discriminación por discapacidad existente, o creando la misma en caso de no existir. 

Esta armonización debe cubrir las situaciones de discriminación tanto de una persona que tuvo discapacidad en el pasado, a quien la tiene actualmente aunque sea de manera temporal, o a quien la pueda tener en el futuro, como son los casos en los que la información genética muestre que una persona tiene mayor riesgo de adquirir una discapacidad, como también a las personas que tienen un vínculo con las personas con discapacidad.

Los Estados Partes deben adoptar en su legislación doméstica el concepto de “discriminación por motivos de discapacidad” aportado por la Convención en su artículo 2. Del mismo modo se recomienda la adopción de los elementos adjetivos contenidos en el artículo I.2 de la Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad.
Asimismo, se debe tomar en cuenta que el nivel de protección contra cualquier forma de discriminación debe ser el mismo y que no se deben permitir restricciones o exclusiones que de hecho signifiquen discriminación por discapacidad.
Ahora bien, la negación de acomodos razonables es una forma de discriminación, según lo establece el Artículo 2. Siendo esto un componente clave de la legislación anti discriminación por discapacidad, su redacción debe ser muy clara, cuando se incorpore en las leyes nacionales. Los Estados deben dejar claro que los acomodos razonables no deben ser confundidos con medidas de acción positivas. Se sugiere que se proporcione una lista no limitativa de ejemplos de acomodos razonables que tomen en cuenta los diferentes tipos de discapacidad. Para una eficaz definición de los acomodos razonables, deben tomarse en cuenta algunos elementos que permitan señalar hasta dónde un acomodo razonable se convierte en una carga o medida desproporcionada, entre ellos:

· Tamaño de la organización que tiene que hacer el acomodo. Si la organización es parte de una organización mayor, es el tamaño de esa última el que debe tomarse en cuenta.

· El costo e impacto del acomodo y saber si beneficiará a la organización en general.

· La existencia de financiamiento público o de otro tipo que compense parcial o totalmente el costo del acomodo.

El impacto real de la legislación antidiscriminación estará determinado por los mecanismos para un cumplimiento eficaz, que deben incluir entre otros, sanciones económicas relevantes para quien discrimine por motivos de discapacidad y sanciones mayores para los casos de reincidencia, que incluyan a organismos públicos y privados.

El alcance de la legislación antidiscriminación debe cubrir todas las áreas previstas por la Convención, así como garantizar el respeto a los diversos derechos contenidos en ellas, tales como:

· El derecho a la educación en todos los tipos y niveles.

· El derecho al trabajo, en todos los tipos y fases de la contratación y capacitación laboral.

· El derecho a la propiedad privada, garante del acceso a bienes y servicios, procesos de adquisición de vivienda, realización de transacciones financieras y de bienes raíces, entre otros.

· El derecho a la salud, que incluya la capacidad legal y sus áreas de ejercicio para el consentimiento libre e informado sobre las decisiones relacionadas con el cuidado de la salud y otros servicios. 

· El derecho a la libertad de circulación y residencia, que incluya la potestad de elegir el lugar donde vivir, así como la posibilidad de su traslado seguro y digno.

· Los derechos políticos como lo son el ejercicio del voto, la posibilidad de ser votado y de ser participe en la toma de decisiones políticas.

· Los derechos de asociación y reunión que garanticen la posibilidad de su organización legal y su estructuración social.

· Los derechos de la familia, como lo son las relaciones familiares y maritales, así como la información sobre sexualidad adecuada para cada persona.

· El derecho al nombre y a la nacionalidad, garantes de la identidad personal de cada individuo. 

· La libertad de pensamiento y expresión, que garantice el acceso pleno a la información para todas las discapacidades.

· El acceso a la justicia y la protección judicial en igualdad de circunstancias, mediante la aplicación de la ley y del sistema penal en condiciones de igualdad. 
· Los Estados Parte también deben considerar incluir la violencia, abuso y explotación por discapacidad, como formas graves de discriminación.

· El derecho a la honra y la dignidad de toda persona.

· El respeto a los derechos económicos, sociales y culturales, así como su aplicación de manera inmediata y progresiva, según la circunstancia. 

Finalmente, esta legislación deberá tener un especial tratamiento con los grupos de personas con discapacidad que se encuentran en una mayor situación de vulnerabilidad como lo son las mujeres, los niños, las personas en situación de calle, las personas migrantes, los miembros de pueblos y comunidades indígenas o de minorías étnicas, así como las personas con VIH/SIDA y otras enfermedades endémicas. 

En México, la Constitución Política prohíbe expresamente la discriminación por discapacidad en su Artículo 1. Asimismo, la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación, en su artículo 13, incluye una serie de medidas positivas y compensatorias a favor de la igualdad de las personas con discapacidad, entre las que se encuentran el promover un entorno que permita su libre acceso y desplazamiento y promover que en las unidades del sistemas nacional de salud y de seguridad social reciban regularmente el tratamiento y medicamentos necesarios para mantener y aumentar su capacidad funcional y su calidad de vida. Por su parte, desde junio de 2005 existe en México la Ley General para las Personas con Discapacidad, con objeto de establecer las bases que permitan la plena inclusión de las personas con discapacidad en un marco de igualdad y de equiparación de oportunidades, en todos los ámbitos de la vida.  Tal Ley se encuentra en proceso de reforma para ser armonizada con la Convención.
· Legislación en Accesibilidad:
La accesibilidad es un proceso que enlaza información, transporte, el espacio público y el entorno construido. Contar con información y comunicaciones en formatos accesibles es el primer paso para poder utilizar un servicio o instalación. El transporte y espacio público deben proporcionar rutas continuas accesibles que permitan un acceso equitativo.

Para que la legislación en accesibilidad sea eficaz, deben considerarse los siguientes elementos:

· Los estándares de accesibilidad deben ser obligatorios y abarcar infraestructura, servicios y comunicaciones, en especial todos los servicios e infraestructura nuevos.

· Para la infraestructura ya existente debe considerarse la adecuación gradual, proporcionando límites de tiempo razonables.

· Dichos estándares deben ser concretos y traducir la accesibilidad a números y requerimientos técnicos que cuantifiquen la accesibilidad.

· Deben existir sanciones para quienes incumplan los estándares.

· Los estándares deben abarcar todos los tipos de discapacidad, incluyendo la discapacidad intelectual, para la cual hay que considerar entre otros, prestaciones servicios accesibles que incluyan materiales fácilmente comprensibles, personal capacitado, entre otros. 

· Como parte del acceso a la justicia, las instalaciones del sistema de justicia deben ser físicamente accesibles y proporcionar información en formatos alternativos, como Braille, macrotipos, interpretación de lengua de señas, entre otros.

Los Estados deberán considerar la posibilidad de realizar las adecuaciones razonables de todas las instalaciones e inmuebles gubernamentales.

En este rubro, el Gobierno de México ha logrado los siguientes logros concretos:

· Desde el año 2006, el 100% de los Aeropuertos mexicanos son accesibles físicamente a las personas con discapacidad.

· Al año 2007, el 30% de las universidades tecnológicas cuentan con rampas de acceso para personas con discapacidad y el 70% con sanitarios accesibles.

· Desde 2007, el Instituto Mexicano de la Radio es accesible al 100%.

· Norma de Accesibilidad “NMX-R-050-SCFI-2006. Accesibilidad de las Personas con Discapacidad a espacios construidos de servicio al público-Especificaciones de Seguridad” (DOF Enero 9, 2007).

· Desde 2003 se han diagnosticado 40% de los inmuebles, de 120 dependencias federales y sistematizado tal información en el “Sistema de Información e Accesibilidad del Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales”

· Prevención de la discapacidad:
Es necesario que se considere la capacitación del personal médico en el espíritu de la Convención, basado en el respeto a los derechos humanos y al derecho de las personas con discapacidad a tomar sus propias decisiones. Las campañas de salud pública deben ser accesibles a las persona con discapacidad, incorporando la información sobre salud sexual y reproductiva. Se deben modificar las legislaciones estatales en materia de salud, las cuales propicien el establecimiento de medidas para prevenir las enfermedades discapacitantes así como la presencia de accidentes que originen discapacidades. 

· Derecho a la educación:
Se deben tomar medidas legislativas para:

· Garantizar la educación libre y obligatoria para todos los niños en el sistema educativo regular, considerando los recursos financieros necesarios.

· Generar el compromiso hacia la educación inclusiva entendida como la que cuenta con la capacitación, apoyo, políticas, recursos e instalaciones necesarias para permitir que los niños con discapacidad cuenten con una educación eficaz en un ambiente de equiparación de oportunidades. 

· Derogar cualquier ley que califique a los niños con discapacidad como no educables.

· Facilitar el aprendizaje del sistema Braille y otros formatos y medios de comunicación, orientación y habilidades motoras, así como de la lengua de señas.

· Capacitación continua a los profesores para que puedan responder adecuadamente a la diversidad de los alumnos en un salón de clases.

· Revisar los métodos de evaluación para tomar en cuenta las habilidades de los estudiantes con discapacidad. 

· Revisar la legislación laboral para que permita que las personas con discapacidad puedan ser profesores.

Se sugiere también que los Gobiernos fomenten que los programas y contenidos de todos los niveles de la educación permitan divulgar los principios de la Convención y construir una sociedad más igualitaria, incluyente y accesible para las personas con discapacidad.

De manera particular, el Gobierno de México ha realizado entre otras las siguientes acciones:

· Elaboración de Manuales de Accesibilidad, Asistencia Tecnológica y Familia (Ayuda para padres), para ser distribuidos a las escuelas públicas del país, dentro de la serie “Todos en la Misma Escuela” (2007).

· Desde 2005, en 14 mil escuelas de educación inicial y básica, así como en 2,200 servicios de apoyo de educación especial, se realizaron acciones que aseguran una respuesta educativa adecuada a las necesidades específicas de los niños, las niñas y los jóvenes con discapacidad.

· Durante el ciclo escolar 2007-2008, se distribuyeron libros de texto gratuitos de educación primaria: 5,535 en sistema Braille y alrededor de 6,495 en macrotipos. Asimismo, 980 diccionarios Academia en sistema Braile.

· En el ciclo escolar 2007-2008, 21,997 escuelas cuentan con condiciones básicas para la integración de alumnos con necesidades educativas especiales, en estas escuelas se atienden 177,856 alumnos con necesidades educativas especiales.

Se sugiere también contar con escuelas nacionales de intérpretes y traductores en la materia.
· Derecho al trabajo: 
Un elemento clave en este campo es prohibir la discriminación en todas las fases del empleo: selección, desarrollo laboral, capacitación vocacional, beneficios salariales, salud y seguridad en el trabajo, derechos sindicales, pensión y jubilación.

Se señala nuevamente la importancia de definir claramente los acomodos razonables, sus límites y los posibles apoyos que podrán recibir los empleadores para otorgarlos, como una parte fundamental de la no discriminación en el ámbito laboral para la contratación y permanencia de las personas con discapacidad.

La legislación también debe ser clara respecto a las personas que adquieren una discapacidad en el trabajo y asegurar que tengan el derecho a la rehabilitación, habilitación y reinserción laboral. Se sugiere contemplar el uso de cuotas en los sectores públicos y privados, diseñadas de forma que no existan limitaciones para que una persona con discapacidad se desarrolle una vez que ingrese a una compañía u organización. 
Todas las medidas emprendidas por los Estados Parte para promover el empleo deben ser accesibles a las personas con discapacidad, incluyendo:
· Guías técnicas y programas vocacionales y de capacitación continua.

· Servicios de colocación y mediación.

· Esquemas de autoempleo, emprendedores y cooperativas

Se sugiere diseñar programas y contenidos para divulgar los principios de la Convención y construir una sociedad laboral más igualitaria, incluyente y accesible para las personas con discapacidad. Además, se sugiere impulsar investigaciones en el ámbito laboral a fin de hacer accesibles a las personas con discapacidad en todos los sectores productivos de bienes y servicios, y los tipos y niveles de puestos laborales, acordes con sus capacidades y habilidades, en planos de igualdad real de oportunidades y de trato.

Entre otros, el Gobierno de México ha desarrollado las siguientes acciones:
· Creación en 2004 de Redes de Vinculación Laboral para la atención integral laboral de personas con discapacidad y adultos mayores. Hasta febrero de 2003 se han instalado 32 redes estatales y 13 redes municipales (Tijuana, Cd. Juárez, Chalco, Naucalpan, Los Mochis, Guasave, Culiacán, Mazatlán, San Luis Río Colorado, Agua Prieta, Cd. Obregón, Caborca y Coatzacoalcos).

· Actualmente, se lleva a cabo la entrada del software ErgoDis a las Redes de Vinculación estatales y municipales. Esto con el fin de optimizar su desempeño en las actividades de inclusión laboral, particularmente en lo que toca a personas con discapacidad y adultos mayores.

· Desde 2005, se han reconocido un total de 389 empresas con el Distintivo Empresa Incluyente y se han integrado laboralmente a 3,902 personas con discapacidad, adultos mayores y personas que viven con VIH-SIDA.

· Programa Abriendo Espacios, resultados de la operación de 2007: Se proporcionaron 14,231 atenciones a personas con discapacidad y se colocó en un trabajo a 3,403 de ellas. En la bolsa de trabajo especializada se registraron a 8,602 de las cuales 4,479 fueron evaluados. Con el propósito de que adquirieran, actualizaran o reconvirtieran sus conocimiento y debilidades para el trabajo, 2,189 personas con discapacidad recibieron becas de capacitación y participaron en 322 cursos de alguna de las modalidades del subprograma de Becas de Capacitación para el Trabajo (Bécate). También participaron 1,361 personas en 254 Talleres para Buscadores de Empleo y 188 en 31 Ferias de Empleo. En apoyo a las iniciativas personales y grupales por generar o consolidar proyectos productivos, se benefició a 104 personas de 67 proyectos, con los apoyos en herramienta, maquinaria y equipo que para ello, otorga la estrategia de Fomento al Autoempleo. Asimismo, 349 personas con discapacidad fueron beneficiadas con los apoyos económicos para su búsqueda de empleo, que se proporciona mediante la estrategia de Empleo Formal.
· Acceso a la justicia:

Se sugiere que los Gobiernos realicen investigaciones, procesos de consulta y campañas de sensibilización a los profesionales legales e instancias encargadas de la administración y procuración de justicia, a fin de comprender el alcance de los derechos relacionados con el sistema de justicia contenidos en la Convención y su aplicabilidad en relación con los procesos civiles o penales existentes en cada país. Se sugiere realizar también sensibilización en la materia a las personas con discapacidad y sus familiares, así como organizaciones de la sociedad civil de y para las personas con discapacidad.

· Sanción y cultura de denuncia:

Un aspecto a tener en cuenta en la armonización legislativa y políticas públicas relativas a la aplicación de la Convención es la sanción pecuniaria, administrativa o penal de las conductas y omisiones de particulares o personas servidoras públicas que agravian los derechos fundamentales de las personas con discapacidad. Además, debe fomentarse la cultura de la denuncia y fortalecer los procedimientos legales que garanticen el cumplimiento de las obligaciones en materia de personas con discapacidad.
C) MEDIDAS JURÍDICAS ESENCIALES PARA LA APLICACIÓN Y EL SEGUIMIENTO NACIONALES EN RELACIÓN CON EL ARTÍCULO 33 DE LA CONVENCIÓN;
El marco legal existente debe promover el respeto a los derechos humanos. Las instituciones nacionales de derechos humanos deben evaluar si su actuación cumple con el Artículo 33 de la Convención, si tienen la experiencia necesaria para trabajar en el tema de la discapacidad, si conocen las disposiciones de dicho instrumento y el papel fundamental que deben jugar las organizaciones de personas con discapacidad.

Del mismo modo se deben incluir en este mecanismo la participación activa de las organizaciones sociales de y para personas con discapacidad, así como las especializadas en materia de derechos humanos. Se deben considerar sus comentarios y análisis realizados sobre temas concernientes a la discapacidad. 
Algunas actividades del mecanismo nacional de monitoreo deben ser:

· Vigilar la implementación de la Convención y elaborar un reporte anual.

· Reportar y hacer recomendaciones al gobierno sobre los derechos humanos de las persona con discapacidad.

· Promover la armonización de la legislación nacional.

· Contribuir al reporte que entregará el Estado al Cuerpo de Monitoreo de la Convención.

· Cooperar con los cuerpos de derechos humanos regionales y de Naciones Unidas.

· Contribuir en la formulación de programas de educación, difusión y sensibilización sobre los derechos humanos de las personas con discapacidad.

En México, conforme al artículo 29 de la Ley General para las Personas con Discapacidad, se establece que el Consejo Nacional para las Personas con Discapacidad (CONADIS), es el instrumento permanente de coordinación intersecretarial e interinstitucional que tiene por objeto contribuir al establecimiento de una política de Estado en la materia, así como promover, apoyar, fomentar, vigilar y evaluar las acciones estratégicas y programas derivados de esta Ley. El CONADIS es presidido por el Secretario de Salud y está conformado además por los titulares del Sistema Nacional DIF, de la Secretaría de Hacienda y Crédito al Público, de la Secretaría de Desarrollo Social, de la Secretaría de Educación Pública, de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social y de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes.

d) CUALQUIER OTRA INFORMACIÓN RELACIONADA CON EL PÁRRAFO 16 DE LA RESOLUCIÓN.
· Políticas públicas: 

Los gobiernos deben desarrollar políticas públicas para la atención integral de las personas con discapacidad que incluyan metas e indicadores claros y verificables, que permitan el adecuado seguimiento y evaluación de su aplicación.
Se sugiere que los Gobiernos establezcan un plan de acción para la implementación, difusión, y seguimiento de la Convención, a nivel federal, estatal y municipal, incluyendo a dependencias gubernamentales, instituciones públicas, organismos sociales de discapacidad y la sociedad en su conjunto.
· Campañas de difusión: 

Deben desarrollarse campañas de difusión en formatos accesibles sobre los nuevos derechos reconocidos en la Convención, dirigidos a sensibilizar a funcionarios las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, de los Estados de la Federación y municipios, en particular aquellos encargados de su aplicación, público en general y organizaciones de y para personas con discapacidad. 
· Mecanismos de participación: 

Deben implementarse mecanismos que permitan una participación activa y permanente de las organizaciones de y para personas con discapacidad en el desarrollo de políticas, programas y estrategias.
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